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I. RESUMEN
1. El 19 de enero de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por Russell, Jones y Walker (los “peticionarios”) contra el Estado de Trinidad y Tobago (“Trinidad y Tobago” o el “Estado”). La petición se presentó a favor de Haroon Khan (“el Sr. Khan” o la “presunta víctima”), quien se encuentra privado de su libertad en la prisión “Golden Grove Prison”, de la ciudad Port of Spain en Trinidad y Tobago.
2. La petición señala que el Sr. Khan fue arrestado el 10 de octubre de 1998, luego de lo cual fue juzgado y condenado por el delito de asesinato según la Sección 2A del Código Penal. Posteriormente, el 18 de mayo de 2000, fue sentenciado a pena de muerte obligatoria. La apelación presentada ante la Alta Corte de Trinidad y Tobago fue rechazada el 30 de enero de 2001. Más adelante, el Comité Judicial del Consejo Privado [Judicial Committee of the Privy Council] (“JCPC” por sus siglas en inglés) confirmó la condena del Sr. Khan, pero admitió su apelación con respecto a la sentencia el 20 de noviembre de 2003. El JCPC invalidó la sentencia de pena de muerte, sobre la base de que la pena de muerte obligatoria era inconstitucional, y ordenó que sea sentenciado nuevamente. Sin embargo, los peticionarios afirman que al 3 de diciembre de 2008, la sentencia del Sr. Khan aún no había sido revisada.
3. Los peticionarios alegan violaciones al debido proceso y al juicio justo; demoras indebidas con respecto a la revisión de la sentencia; y condiciones inhumanas de detención. Los peticionarios reconocen que la denuncia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (la “Convención Americana”) por Trinidad y Tobago entró en efecto el 26 de mayo de 1999. Sin embargo, aseguran que la CIDH es competente para considerar las alegadas violaciones a la Convención Americana con respecto a aquellos hechos que ocurrieron antes de la fecha en que la denuncia del Estado se hizo efectiva. Por lo demás, los peticionarios fundamentan en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (la “Declaración Americana”) su afirmación de que la CIDH tiene competencia para considerar los alegatos de la petición. Finalmente, alegan que el Estado violó el derecho del Sr. Khan a un trato humano y a un juicio justo, según los Artículos 5 y 8  de la Convención Americana, así como también su derecho a un juicio justo, a protección frente a la detención arbitraria y al debido proceso legal, de conformidad con los Artículos XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.  Los peticionarios también afirman que la presunta víctima ha agotado todos los recursos internos efectivos y disponibles con respecto a la conducción del juicio, y que se le ha negado acceso a cualquier recurso efectivo en el derecho interno con respecto a los otros alegatos contenidos en esta petición.
4. A la fecha en que se decidió este informe, la CIDH no ha recibido observaciones por parte del Estado respecto de la petición presentada a favor del Sr. Khan.
5. Como se establece en este informe, habiendo examinado los alegatos de los peticionarios sobre la admisibilidad –en ausencia de alegatos contrarios del Estado- y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, la CIDH concluye que la petición es admisible con respecto al presunto retardo injustificado en la revisión de su sentencia, a las cuestiones relacionadas con el debido proceso, y a las alegadas condiciones de detención, por lo que cumple con los requisitos establecidos en los Artículos 31 a 34 de su Reglamento. Con base en lo anterior, la Comisión Interamericana decide notificar a las partes de esta decisión y continuar su análisis sobre el fondo en lo que se refiere a las alegadas violaciones de los Artículos 1.1, 2 y 5 de la Convención Americana y de los Artículos XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana. Decide además publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual ante la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (“OEA”).
II. PROCEDIMIENTO ANTE LA CIDH
6. Luego de recibir la petición, la CIDH transmitió sus partes pertinentes al Estado el 27 de junio de 2005, con la solicitud de que presente sus observaciones en un plazo de dos meses. Mediante nota de 5 de julio de 2005, el Estado acusó recibo de la comunicación, pero no ofreció observaciones a la petición. Entre septiembre de 2005 y octubre de 2005, la Comisión Interamericana intercambió correspondencia con las partes con respecto a la solicitud de audiencia presentada por los peticionarios durante el 123º período ordinario de sesiones de la CIDH, la cual fue luego cancelada a solicitud de los peticionarios.
7. Los peticionarios enviaron información adicional y actualizada el 3 de diciembre de 2008. Las partes pertinentes fueron transmitidas al Estado el 29 de enero de 2009, con la solicitud de que presente sus observaciones en el plazo de un mes.  Al momento en que se decide este informe, el Estado no ha respondido a esta solicitud de observaciones.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
8. Los peticionarios señalan que Haroon Khan fue arrestado el 10 de octubre de 1998 y acusado junto con tres otras personas por el asesinato del señor Lau Hing Young ocurrido durante un robo. El Sr. Khan fue juzgado del 4 al 18 de mayo de 2000. A pesar de que tenía una presunta coartada como defensa, conforme a la cual en el momento del crimen se encontraba en su casa construyendo una cabaña con su padre, sobre la base de dos confesiones –una oral y otra escrita- así como del testimonio de uno de los otros asaltantes, el Sr. Khan fue condenado por el delito de asesinato y sentenciado a la pena de muerte obligatoria (regla del “asesinato/delito”)
. El Sr. Khan fue el único de los acusados a quien se lo condenó por asesinato; según la petición, dos de los acusados se declararon culpables de homicidio sin premeditación durante un juicio conjunto, mientras que al cuarto se le concedió inmunidad procesal a cambio de proporcionar evidencia en contra de los otros tres. La petición señala que la apelación del Sr. Khan ante la Corte de Apelaciones de Trinidad y Tobago fue escuchada y desestimada el 30 de enero de 2001. 
9. La petición afirma además que el 11 de diciembre de 2002, el JCPC desestimó la apelación del Sr. Khan con respecto a su condena, pero le permitió apelar su sentencia en lo relativo a la constitucionalidad de la pena de muerte obligatoria establecida por la regla del asesinato/delito. El 20 de noviembre de 2003, la apelación del Sr. Khan fue admitida y el JCPC estableció que la pena de muerte obligatoria era inconstitucional
, por lo que invalidó la sentencia de pena de muerte, remitiendo el asunto a la Alta Corte para el dictado de una sentencia adecuada. La petición indica que el Sr. Khan fue posteriormente removido del corredor de la muerte; sin embargo, hasta el 2009 no había recibido el beneficio de una audiencia ante la Alta Corte para que se revise su sentencia conforme había sido ordenado, y por ende seguía a la espera de esta audiencia.
10. Los peticionarios notan que la apelación del Sr. Khan ante el JCPC fue resuelta al mismo tiempo que el caso de Roodal vs. Trinidad y Tobago
, que también cuestionó la constitucionalidad de la ley que establece la pena de muerte obligatoria (regla del asesinato/delito), con respecto al cual el JCPC llegó a la misma conclusión (la “decisión Roodal”). No obstante, los peticionarios subrayan que esta decisión fue revisada más adelante en el caso de Matthews vs. Trinidad y Tobago (la “decisión Matthews”)
, en el cual el JCPC sostuvo que la pena de muerte obligatoria fue establecida con anterioridad a la Constitución y que por tanto estaba inmune de cualquier cuestionamiento constitucional. En esa misma decisión el JCPC dictaminó, sin embargo, que todas las sentencias de personas bajo pena de muerte a la fecha de la decisión Matthews debían ser conmutadas a prisión perpetua, en razón de que dichas personas habrían tenido una expectativa razonable de que sus sentencias de muerte serían revisadas como consecuencia de la decisión Roodal, y que sería cruel frustrar dicha expectativa y ejecutarlos bajo esas circunstancias.
11. Con respecto al fondo de la denuncia en contra del Estado, la petición se enfoca en tres aspectos: la manera en la que se llevaron a cabo el arresto y juicio del Sr. Khan y los correspondientes alegatos sobre violaciones al debido proceso y juicio justo; el presunto retardo indebido en la obtención de la revisión de la sentencia según lo ordenado por la decisión del JCPC; y las condiciones de detención del Sr. Khan antes y después del juicio.
12. En relación con el arresto del Sr. Khan y la forma en la que se llevó a cabo su juicio, los peticionarios alegan lo siguiente: 
-
Cuando el Sr. Khan fue arrestado, su esposa también fue arrestada sin motivo alguno; durante su primera interrogación, el Sr. Khan fue agredido por un oficial de la policía y firmó un documento que, según se le informó, permitiría que su esposa sea liberada; sin embargo, lo que firmó fue en realidad una confesión, en violación a las disposiciones de los Artículos 5 y 8 de la Convención Americana y XXVI de la Declaración Americana; 

-
Cuando se encontraba bajo custodia policial, el Sr. Khan solicitó comunicarse con un abogado, pero se le informó que no había necesidad, en violación del Artículo XXVI de la Declaración Americana; 

-
El período que transcurrió desde que fue arrestado hasta que fue juzgado (1 año y siete meses, desde octubre de 1998 hasta mayo de 2000), sin que existan motivos que justifiquen este largo plazo, constituye una violación de su derecho a un juicio justo y expedito, de conformidad con los Artículos 8 de la Convención Americana y XXV de la Declaración Americana. 

-
Al no proporcionarle el tiempo y los medios necesarios para la preparación de su defensa, y al no garantizarle el derecho a ser asistido por un abogado de su elección
, el Estado violó los Artículos 8.2 de la Convención Americana y XVIII de la Declaración Americana.
-
El hecho que dos de las personas que fueron acusadas junto al Sr. Khan se hayan declarado culpables frente al mismo jurado que lo juzgó a él, perjudicó la capacidad del jurado de presumir su inocencia hasta que se lo declarara culpable, violando sus derechos a la presunción de inocencia y a una audiencia imparcial, en violación de los Artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana;
-
En virtud de la Sección 2A del Código Penal de 1997 de Trinidad y Tobago, se consideraba al Sr. Khan responsable del delito de asesinato sin que la parte acusadora tuviera la carga de probar esta intención específica, lo que le privó de su derecho a la presunción de inocencia, en violación de su derecho al debido proceso establecido en el Artículo XXVI de la Declaración Americana; y

-
La imposición obligatoria de la pena de muerte, según lo establecido por la regla del asesinato/delito, violó el derecho del Sr. Khan a no ser sometido a un trato cruel, infame o inusual, según el Artículo 5 de la Convención y el Artículo XXVI de la Declaración Americana.
13. Adicionalmente, los peticionarios alegan que, debido a que el Sr. Khan todavía no ha recibido una audiencia para la revisión de su sentencia conforme a la decisión de noviembre de 2003 del JCPC, se han violado sus derechos al debido proceso y a ser juzgado sin demoras irrazonables según lo establecido en los Artículos XXV y XXVI de la Declaración Americana.
14. Finalmente, los peticionarios afirman que las condiciones de detención a las que estuvo sometida la presunta víctima –bajo custodia policial, durante la detención preventiva, en el corredor de la muerte, y al momento- son tan inadecuadas que configuran una violación al Artículo 5 de la Convención Americana (durante el período previo al 26 de mayo de 1999) y al Artículo XXVI de la Declaración Americana (durante el período posterior al 26 de mayo de 1999).
15. Según la petición, mientras el Sr. Khan estuvo bajo custodia policial, sólo recibió pan seco y agua, y se le impidió recibir la comida que le trajo su familia; su celda estaba sucia, cubierta de orina; no había un colchón ni ventilación y sólo alumbraba una luz tenue. La petición indica que el Sr. Khan fue posteriormente trasladado a la prisión Golden Grove Prison donde, hasta el momento de su juicio, compartió con otras nueve personas una celda antihigiénica de 9 por 6 pies, donde sólo existía una cama, un balde que servía como inodoro, muy poca ventilación y alimentación inadecuada. 

16. Durante el período de tres años durante el cual el Sr. Khan estuvo en el corredor de la muerte, los peticionarios alegan que sus condiciones de prisión se deterioraron aún más puesto que estuvo detenido en aislamiento en una celda que contenía sólo una cama de acero, una mesa y un jarro para el agua. La petición también afirma que los servicios sanitarios eran inexistentes. Se alega que el Sr. Khan recibió un cubo de plástico para ser usado como inodoro, y se le permitía vaciarlo dos veces por día; no existía luz natural; la alimentación era casi incomible; y rara vez se le aceptaron sus solicitudes para ver a un doctor o a un dentista. Con posterioridad a la decisión de 2003 del JCPC, el Sr. Khan ya no se encuentra en el corredor de la muerte, pero todavía está privado de su libertad en Golden Grove Prison.  Según los peticionarios, se encuentra sometido a las mismas condiciones, con excepción del régimen de aislamiento. 
17. Para fundamentar sus alegatos, los peticionarios hacen referencia a una declaración del Secretario de la Asociación de Funcionarios de Prisiones quien reconoció que las condiciones de detención son altamente deplorables, inaceptables y constituyen una amenaza de peligro
. Los peticionarios también hacen referencia a lo señalado por la Corte Interamericana, la cual consideró que las condiciones bajo las cuales se encontraban las personas privadas de libertad en Trinidad y Tobago constituyen un tratamiento cruel, inhumano y degradante
. Finalmente, los peticionarios señalan que al no proporcionar al Sr. Khan una asistencia legal que le permita subsanar las violaciones de sus derechos a través de una acción constitucional, el Estado violó el Artículo XVIII de la Declaración Americana.
18. Con relación a la admisibilidad de la petición ante la CIDH, los peticionarios señalan que con la decisión del JCPC de 20 de noviembre de 2003 a través de la cual se rechazó la apelación del Sr. Khan con respecto a su condena, se agotaron todos los recursos internos disponibles y efectivos con respecto a los alegatos relativos a su arresto y su juicio. 

19. Respecto de los alegatos de retardo indebido en la revisión de la sentencia, los peticionarios alegan que el Sr. Khan ha estado esperando una audiencia de revisión de sentencia desde el 2003, y que esta demora injustificada le impide agotar otros recursos sobre este aspecto.
20. En referencia a los alegatos sobre condiciones inhumanas de detención, los peticionarios afirman que el Sr. Khan no puede interponer una acción constitucional para presentar estas quejas debido a que no posee medios económicos y a que no existe asistencia legal para ese tipo de recursos en Trinidad y Tobago. Señalan que el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha rechazado consistentemente la noción de que un peticionario bajo el Protocolo Opcional al Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos deba presentar una acción constitucional ante la Corte Suprema Constitucional con miras a agotar los recursos internos
, y afirman que el mismo razonamiento debería ser aplicable para las peticiones que se presentan bajo la Declaración Americana. Con base en lo anterior, alegan que al Sr. Khan se le ha negado el acceso a un recurso judicial para denunciar su situación y que debería ser excusado de agotar los recursos internos, puesto que satisface los requisitos del Artículo 31.2.b del Reglamento de la CIDH. 

B. Posición del Estado
21. Como se indicó anteriormente, la Comisión Interamericana transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición el 27 de junio de 2005 y solicitó que presente la información que considere pertinente en un plazo de dos meses.  A pesar de esta solicitud, a la fecha de este informe la Comisión no ha recibido ninguna información ni observaciones del Estado en relación con la petición del Sr. Khan. 

IV. ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A. Consideraciones preliminares
22. La Comisión nota que en ningún momento el Estado respondió a los alegatos de la petición o cuestionó su admisibilidad. Conforme se discutirá más adelante, a pesar de que denunció la Convención Americana el 26 de mayo de 1998
, Trinidad y Tobago todavía es un Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos (“OEA”) y como tal está sujeto a la competencia de la CIDH con respecto a los derechos humanos enunciados en la Declaración Americana
. Cuando Trinidad y Tobago firmó la Carta de la OEA en 1967, contrajo varias obligaciones internacionales, incluidas aquellas contenidas en el Artículo 112 de la misma Carta
, que autoriza a la CIDH a proteger los derechos humanos contenidos en la Declaración Americana
. Más aún, el Estatuto de la CIDH aprobado por la Asamblea General de la OEA incluye entre las funciones y atribuciones de la CIDH con respecto a los Estados miembros las de “solicitar que los gobiernos de los Estados le proporcionen informes sobre la medidas que adopten en materia de derechos humanos” y “examinar las comunicaciones que le sean dirigidas y cualquier información disponible; dirigirse al gobierno de cualquiera de los Estados miembros no partes en la Convención con el fin de obtener las informaciones que considere pertinentes y formularles recomendaciones, cuando lo considere apropiado, para hacer más efectiva la observancia de los derechos humanos fundamentales”
. 
23. También corresponde señalar que, cuando un caso es presentado ante la Comisión Interamericana, la información solicitada al Estado es información que permitiría a la CIDH llegar a una decisión. Como ha indicado la Corte Interamericana, la cooperación de los Estados es una obligación esencial en los procedimientos internacionales ante el sistema interamericano. 

B.
Competencia
24. Trinidad y Tobago pasó a ser un Estado Parte de la Convención Americana el 28 de mayo de 1991, cuando depositó su instrumento de ratificación a dicho tratado. Más adelante, el Estado denunció la Convención Americana mediante una notificación de fecha 26 de mayo de 1998, de conformidad con el Artículo 78 de dicho instrumento, denuncia que entró en vigencia un año después. Más aún, como se mencionó anteriormente, Trinidad y Tobago depositó su instrumento de ratificación a la Carta de la OEA el 17 de marzo de 1967, y por ende es un Estado miembro de esta Organización desde esa fecha. Como tal, con respecto a los hechos que se hayan consumado antes del 28 de mayo de 1991 o después del 26 de mayo de 1999, Trinidad y Tobago está sujeto a las obligaciones establecidas en la Declaración Americana y la Carta de la OEA, así como también está sometido a la autoridad de la CIDH para supervisar su cumplimiento con dichas obligaciones
. La CIDH analizará los hechos que ocurrieron con posterioridad al 28 de mayo de 1991 y antes del 26 de mayo de 1999 bajo la Convención Americana.  
25. A la luz de la naturaleza de los alegatos de los peticionarios, la Comisión Interamericana considera que sólo a través de un análisis sobre el fondo de lo denunciado por los peticionarios podrán determinarse adecuadamente la naturaleza y el alcance de la responsabilidad del Estado bajo la Convención Americana y la Declaración Americana por los hechos ocurridos. De tal forma, la CIDH tiene competencia para considerar los alegatos bajo ambos instrumentos y difiere a la consideración de los méritos del asunto su determinación sobre la aplicabilidad específica de la Convención Americana, la Declaración Americana, o ambos instrumentos, con respecto a cada alegato presentado por los peticionarios.  
C.
Agotamiento de los recursos internos
26. La Comisión Interamericana debe verificar si se han presentado y agotado los recursos internos de conformidad con los principios generalmente reconocidos en el derecho internacional, según lo establecido en el Artículo 31.1 de su Reglamento.  No obstante, el Artículo 31.2 del Reglamento establece que este requisito no es aplicable cuando no exista en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para la protección del derecho que se alega violado, cuando no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, o cuando haya retardo injustificado en adoptar una decisión final según los recursos internos. 

27. Los peticionarios alegan que con posterioridad a la condena el Sr. Khan agotó todos los recursos ante las cortes domésticas, proceso que culminó, en lo que a su condena se refiere, con la decisión del 11 de diciembre de 2001 mediante la cual el JCPC desestimó su apelación; y en lo que a su sentencia se refiere, el proceso culminó con la decisión del JCPC de noviembre de 2003 que invalidó su sentencia y remitió su caso ante la Alta Corte de Apelaciones, paso que hasta ahora no se ha completado. El Estado ha omitido presentar cualquier observación o información respecto de la admisibilidad de los alegatos del Sr. Khan. Por lo anterior, la CIDH considera satisfactoria la información según la cual el Sr. Khan interpuso los recursos internos aplicables a un proceso penal en Trinidad y Tobago.
28. Específicamente en lo que se refiere al alegato del Sr. Khan según la cual todavía no ha recibido una revisión de su sentencia, la CIDH nota que desde noviembre de 2003 el Sr. Khan ha esperado razonablemente que su asunto sea escuchado por la Alta Corte de Apelaciones, de conformidad con lo decidido por el JCPC, pero más de seis años han transcurrido sin que haya sido presentado para la revisión de su sentencia. En ausencia de justificación alguna por parte del Estado, la CIDH considera que este período de seis años representa un retardo injustificado a los efectos de la admisibilidad, y de conformidad con ello exime al Sr. Khan de agotar los recursos internos al respecto, en aplicación del Artículo 31.2.c del Reglamento de la CIDH. 

29. En lo que respecta a los alegatos sobre condiciones inadecuadas de detención, los peticionarios señalan que el Sr. Khan no tiene la posibilidad de presentar una acción constitucional debido a que no posee medios económicos para ello y debido a la falta de asistencia legal para este tipo de recursos en Trinidad y Tobago. El Estado no presentó observaciones o evidencias para contrarrestar estos alegatos.

30. La práctica de la Comisión Interamericana con respecto al agotamiento de los recursos internos ha sido la de requerir al peticionario que antes intente presentar un recurso adecuado, a menos que se pruebe que ese recurso no existe, no esté disponible o no sea efectivo
. De conformidad con su jurisprudencia previa, la CIDH considera que la complejidad legal de una acción constitucional, combinada con la indigencia de la presunta víctima, hace que sea injusto y poco realista esperar que el peticionario presente este tipo de recurso sin asistencia legal profesional
. A pesar de que técnicamente es una opción disponible, un recurso de este tipo conlleva un nivel de complejidad suficiente para requerir asistencia legal, y dicha asistencia no es provista por Trinidad y Tobago. La CIDH ha establecido que “tratándose de un preso indigente, que ha agotado todos los recursos judiciales, incluido el interpuesto ante el Comité Judicial del Consejo Privado de Londres, para que quepa exigir que presente una moción constitucional es preciso que la carga de la prueba de demostrar que ese recurso es efectivo y puede suscitar el resultado previsto a través del mismo recaiga sobre el Estado”
.  Bajo estas circunstancias, la CIDH considera que no se puede exigir al peticionario presentar una acción constitucional como requisito de admisibilidad. 
31. Con base en lo anterior, la Comisión Interamericana considera que los alegatos del Sr. Khan no están excluidos de ser considerados según lo establecido en el Artículo 31.1 de su Reglamento.
D.
Plazo de presentación de la petición
32. El Artículo 32.1 del Reglamento de la CIDH requiere que para que una petición o comunicación sea admitida, se haya presentado dentro de los seis meses anteriores a la fecha en la cual la persona que alega que sus derechos han sido violados haya sido notificada de la decisión final. No obstante, cuando la Comisión Interamericana admite una excepción al requisito de agotamiento de los recursos internos en aplicación del Artículo 31.2 del Reglamento, el Artículo 32 del mismo instrumento establece que la petición debe ser presentada en un período de tiempo razonable a ser determinado por la CIDH, la que tomará en cuenta las circunstancias de cada caso. 
33. Con respecto a los alegatos relacionados con el arresto del Sr. Khan y la manera cómo se condujo su juicio, la CIDH nota que la decisión del JCPC desestimando su apelación y confirmando su condena tiene fecha 11 de diciembre de 2002; y la decisión del JCPC invalidando su sentencia y remitiendo el caso a la Alta Corte para la revisión de su sentencia tiene fecha 20 de noviembre de 2003. Desde noviembre de 2003 el Sr. Khan ha estado esperando razonablemente que su asunto sea escuchado por la Alta Corte de Apelaciones para propósitos de la revisión de su sentencia, y como ya se determinó en el presente informe el período transcurrido de más de seis años excusó al Sr. Khan de agotar los recursos internos sobre este aspecto de su petición. De tal forma, la CIDH considera que en lo que se refiere a las alegaciones sobre retardo indebido en el acceso a una audiencia para la revisión de su sentencia, así como sobre la negación al debido proceso, esta petición fue presentada en un plazo razonable. 

34. La CIDH también determinó que el Sr. Khan no estaba requerido de agotar los recursos internos con respecto a las alegaciones referidas a las condiciones de detención antes y después de su juicio. Según se alega, estas violaciones son de una naturaleza continuada, dado que empezaron con su arresto el 10 de octubre de 1998 y supuestamente continúan hasta el presente. Por ello, la CIDH concluye que los alegatos relativos a las condiciones de detención fueron presentados en un plazo razonable. Este mismo razonamiento es aplicable a al alegato según el cual la falta de asistencia legal para que el Sr. Khan pueda presentar un recurso que le permita subsanar la violación de sus derechos, constituye una violación por parte del Estado del Artículo XVIII de la Declaración Americana. 
E.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
35. No existe información en el expediente que indique que la materia de esta petición se encuentre pendiente de un arreglo internacional ante otra organización gubernamental internacional de la cual el Estado sea miembro, o que el caso esencialmente duplique una petición pendiente o previamente examinada y decidida por la CIDH o por otra organización gubernamental internacional de la cual el Estado sea parte. La Comisión Interamericana encuentra entonces que no existe un obstáculo a la admisibilidad de los alegatos del peticionario según el Artículo 33 de su Reglamento.
F.
Caracterización de los hechos alegados
36. El Artículo 27 del Reglamento de la CIDH dispone que las peticiones deben referirse a hechos “sobre presuntas violaciones de los derechos humanos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables”. Adicionalmente, el Artículo 34 de su Reglamento requiere que la Comisión Interamericana declare que la petición es inadmisible cuando no exponga hechos que tiendan a caracterizar una violación de los derechos a que se refiere el Artículo 27 del Reglamento o sea manifiestamente infundada o improcedente, según resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado. 

37. La CIDH nota que la petición contiene alegatos de hechos relativos al retardo injustificado en el cumplimiento de la decisión de noviembre de 2003 del JCPC mediante la cual se le concedió al Sr. Khan el derecho a una audiencia de revisión de sentencia; a sus condiciones de detención antes y después del juicio; y a la falta de asistencia legal para poder subsanar las violaciones a sus derechos. Estos hechos, de ser probados, podrían caracterizar posibles violaciones de los derechos garantizados por los Artículos 5 de la Convención Americana y XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana, de conformidad con su aplicación según lo analizado en este informe.
38. Adicionalmente, aunque no haya sido alegado por los peticionarios, en virtud del principio general iura novit curia
, la Comisión Interamericana considera que las circunstancias alegadas también podrían constituir violaciones a las obligaciones del Estado contenidas en los Artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, que se refieren, respectivamente, a la obligación general de respetar los derechos y a la obligación de adoptar todas las medidas legislativas o de otra índole para hacer efectivos esos derechos.
V. CONCLUSIÓN
39. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:

1. Declarar que los alegatos de la petición son admisibles con respecto a los Artículos 1.1, 2, y 5 de la Convención Americana hasta el momento de entrada en vigor de su denuncia; y los Artículos XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana para aquellos hechos posteriores al 26 de mayo de 1999;
2. Notificar a las partes de esta decisión;

3. Continuar con el análisis sobre el fondo del asunto; y 
4. Publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual ante la Asamblea General de la OEA.
� La Sección 2A del Código Penal, reformada por la Ley Reformatoria al Código Penal de 1997, señala que: 


2A.(1) Cuando una persona se embarque en la comisión de una ofensa sancionada con arresto que involucre violencia y alguien resultare muerto durante el curso de dicha ofensa o como resultado de esta (o cualquier otra ofensa sancionada con arresto que involucre violencia), esa persona y todas las otras personas involucradas en el curso de la comisión o los resultados de esa ofensa (o cualquier otra ofensa sancionada con delito que involucre violencia) serán responsables por el delito de asesinato, aún cuando la muerte se haya realizado sin intención de matar o de causar un daño grave a la integridad personal. 


� [2003] AC UKPC 79 (la “decisión del JCPC de noviembre de 2003”).


� [2003] AC UKPC 78 [2004] 2WLR 652.


� Charles Matthews v State of Trinidad &Tobago [2004] PC 2.


� La petición alega que la preparación de la defensa del Sr. Khan fue perjudicada por el hecho de que sólo se le permitió hablar con su abogado para la investigación preliminar (Sr. Sinanan) durante 5 minutos, en presencia de la policía, sin que exista una oportunidad para que el Sr. Sinanan realice una investigación de los hechos alegados por el Sr. Khan. Asimismo, señalan que su siguiente abogado para el juicio (Sr. Frank) no defendió propiamente al Sr. Khan puesto que no lo visitó en la prisión, no revisó con él las declaraciones de los testigos, y no llevó a cabo una investigación con respecto a su coartada de defensa, entre otras omisiones. Más aún, la petición alega que a pesar de que el Sr. Khan solicitó una serie de abogados para que lo representen durante los procedimientos de apelación, ninguno de ellos le fue designado, y el abogado que se le designó para representarlo nunca lo visitó en la prisión ni respondió a su solicitud de estar presente en su audiencia de apelación.


� Se alega que, el 5 de marzo de 1995, el Secretario General de la Asociación de Funcionarios de Prisiones fue citado en un periódico nacional de Trinidad (no se aportan más detalles) afirmando que: “La mayoría tiene empatía con los internos porque tenemos que trabajar bajo las mismas condiciones en las que ellos viven. Tenemos el deber de patrullar estas áreas por horas… realizando revisiones periódicas y caminando por los corredores que están pegajosos debido a las inmundicias (…) Las condiciones son altamente deplorables, inaceptables y constituyen una amenaza de peligro (…) No es fácil cuando hay once seres humanos en una celda de 9 x 6 con un balde de cinco galones que sirve de inodoro en una esquina. No es una mentira cuando te dicen que tienes que sentarte en el balde o pararte y dormir. Es terrible y realmente, realmente apesta. Yo no pondría ni a mis animales ahí”.  


� En referencia a Corte IDH, Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002.


� En referencia a Comité de Derechos Humanos de la ONU, Comunicación N° 377/1989 Currie v. Jamaica, párrs, 13.4-13.5.


� De conformidad con el Artículo 78 de la Convención Americana, la denuncia entró en vigencia el 26 de mayo de 1999.


� Véase Corte IDH, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de Julio de 1989, párrs. 40 a 45; CIDH, Informe N° 3/87, Caso No 9647, James Terry Roach y Jay Pinkerton (Estados Unidos), Informe Anual 1986-87, párrs. 46-49.


� El contenido del Artículo 112 de la Carta de la OEA, según la reforma, es actualmente el del Artículo 106 de dicho instrumento. 


� Corte IDH, Opinión Consultiva OC 10/89, 14 de Julio de 1989, párrs. 40-41; CIDH, Informe N° 3/87, Caso N°9647, James Terry Roach y Jay Pinkerton (Estados Unidos), Informe Anual 1986-87, párrs. 46-49; y Brian D. Tittemore, The Mandatory Death Penalty in the Commonwealth Caribbean and the Inter-American Human Rights System: An Evolution in the Development and Implementation of International Human Rights Protections [La Pena de Muerte Obligatoria en la Comunidad del Caribe y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos: una Evolución en el Desarrollo y la Implementación de las Protecciones internacionales de derechos humanos], 13 WM.& MARY BILL RTS. J.445 (2004), pág. 456.


� Resolución No. 447, adoptada por la Asamblea General de la OEA en su noveno período ordinario de sesiones, celebrado en La Paz, Bolivia el 31 de octubre de 1979. El Artículo 18 del Estatuto se refiere a todos los Estados miembros de la OEA y el Artículo 20 hace referencia específica a aquellos Estados miembros que no son parte de la Convención Americana. 


� Artículos 18 y 19 del Estatuto de la CIDH.


� Por ejemplo, CIDH, Informe N° 8/08, Caso 11.426, Marcela Alejandro Porco (Bolivia), Admisibilidad, 4 de marzo de 2008, párr. 62, donde la CIDH reconoce que el recurso adecuado para resolver las alegaciones de la peticionaria sobre condiciones inadecuadas de detención tendría que ser el recurso de habeas corpus, pero que dado que la ley vigente al momento no ofrecía la posibilidad de acceso a este recurso, los peticionarios estaban excusados de cumplir con el requisito de agotamiento de los recursos internos. 


� Entre otros, CIDH, Informe N° 21/05, Petición 12.269, Dexter Lendore (Trinidad y Tobago) 25 de febrero de 2005; CIDH Informe N ° 66/05, Petición 12.260, Franklyn Villaroel, (Trinidad y Tobago) 13 de octubre de 2005; y Corte IDH, Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 152b.


� Véase CIDH Informe N° 43/98, Caso 11.816, Haniff Hilaire (Trinidad y Tobago), Informe Anual 1998, párr. 17.


� Véase, por ejemplo, Corte IDH, Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 107.
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